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Necesidades de salud mental en adolescentes en conflicto con 
la ley penal: Un estudio descriptivo en una muestra de 
Argentina 
Karin Arbach1, Cinderella Orpianesi2 y Antonella Bobbio3 
RESUMEN 
Los adolescentes en conflicto con la ley penal presentan más necesidades de salud mental 
que los de población general. El cribado de estas necesidades en instancias de admisión a 
los dispositivos judiciales permite identificar aquellos casos que requieren una 
intervención específica e inmediata. El presente estudio explora la prevalencia y 
comorbilidad de necesidades de salud mental en 55 adolescentes admitidos en un centro 
cerrado del sistema de justicia juvenil mediante una versión traducida para Argentina del 
MAYSI-2 (Grisso, Barnum, Orpianessi & Arbach, 2018). Aproximadamente el 90% de los 
adolescentes presentaron indicadores de al menos un tipo de necesidad de salud mental, 
y una proporción similar indicó haber vivenciado experiencias traumáticas a lo largo de 
su vida. Las condiciones clínicas más prevalentes fueron la somatización, la perturbación 
del pensamiento y los síntomas depresivos y ansiosos. La subescala de abuso de alcohol y 
drogas fue la que registró la mayor proporción de adolescentes con puntuaciones por 
encima del máximo punto de corte. Casi la totalidad de adolescentes presentaron 
indicadores de dos o más condiciones comórbidas. Se discuten las implicancias prácticas 
de estos hallazgos y la importancia de implementar estrategias de cribado en contextos de 
recursos limitados y donde el MAYSI-2 podría resultar una herramienta prometedora. 
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ABSTRACT 
Juveniles in the criminal justice system have higher rates of mental health needs than 
those in the general population. The screening of these needs in admission to the legal 
devices allows identifying those cases that require specific and immediate intervention. 
The present study explores the prevalence and comorbidity of mental health needs in 55 
adolescents admitted to a closed detention center of the juvenile justice system through a 
translated version for MAYSI-2 for Argentina (Grisso, Barnum, Orpianessi & Arbach, 
2018). Approximately 90% of the adolescents presented scores that indicated the 
probable presence of at least one type of mental health need. A similar proportion reports 
having experienced traumatic experiences along their lives. The most prevalent clinical 
conditions were somatization, thought disturbance, and depressive and anxious 
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symptoms. The alcohol and drug abuse subscale recorded the highest proportion of 
adolescents with scores above the maximum cut-off point. Almost all of the cases had 
scores that indicated the presence of two or more comorbid conditions. MAYSI-2 could be 
a promissory tool in the implementation of screening strategies in resource-limited 
settings. Practical and research implications of these findings are discussed. 
 




Cada año aproximadamente 4000 adolescentes menores de 18 años 
ingresan al sistema de justicia penal juvenil de Argentina y cerca del 20% de 
ellos son alojados en dispositivos de privación de su libertad (UNICEF, 2015). 
De estos últimos, cerca de la mitad requerirá atención psiquiátrica o 
psicológica tras su ingreso (UNICEF, 2018). Córdoba es una de las provincias 
en ese país con las tasas más altas de jóvenes detenidos. De los 1200 
adolescentes evaluados cada año por la presunta comisión de delitos, 
aproximadamente 65% son derivados a un régimen de internamiento cerrado 
(Tribunal Superior de Justicia, 2016). Estos hechos, sumados a las barreras 
en la accesibilidad al sistema de salud que enfrentan los grupos más 
vulnerables de adolescentes en el medio comunitario (UNICEF, 2016), 
requieren al sistema penal juvenil generar estrategias eficaces para valorar y 
asistir las necesidades de salud mental que puedan presentar los adolescentes 
que alberga.  
Lo anterior cobra especial relevancia ante los hallazgos que muestran 
que los jóvenes en conflicto con la ley penal presentan una prevalencia mayor 
de problemas de salud mental comparados con los jóvenes de población 
general (Bailey, Doreleijers, & Tarbuck, 2006; Fazel, Doll, & Långström, 2008; 
Penner, Roesch, & Viljoen, 2011). Una revisión de 15 estudios de 10 países de 
altos ingresos que analizó una muestra total de 3400 adolescentes en el 
sistema de justicia penal encontró que el 70% cumplía criterios diagnósticos 
para al menos un trastorno mental, en comparación con el 16% de la 
población general (Colins, Vermeiren, Vreugdenhil, Doreleijers, & Broekaert, 
2010). Geográficamente más cercano, un estudio en Chile encontró que el 84% 
de 489 adolescentes en un centro de detención cumplía criterios diagnósticos 
para algún problema de salud mental (Gaete, Labbé, del Villar, Allende, & 
Valenzuela, 2014). Este dato contrasta con una prevalencia de problemas de 
salud mental cercana al 23% en población general de ese rango etario en ese 
país (De La Barra, Vicente, Saldivia, & Melipillán, 2012). 
En términos generales, los problemas de salud mental más prevalentes 
en los adolescentes en conflicto con la ley se vinculan a los diagnósticos de 
trastornos de conducta y por consumo de sustancias, seguidos por los 
trastornos por hiperactividad y déficit de atención, y los trastornos del estado 
de ánimo y de ansiedad (Colins et al., 2010; Gaete et al., 2014; Grisso, 
Vincent, & Seagrave, 2005; Livanou, Furtado, Winsper, Silvester, & Singh, 
2019; Schubert, Mulvey, & Glasheen, 2011; Schufelt & Cocozza, 2006). En 
relación con los trastornos mentales graves, una revisión sistemática de 25 
estudios encontró que los adolescentes ingresados en centros de detención 
tienen 10 veces más probabilidades de presentar algún diagnóstico de psicosis 
comparados con los jóvenes de la población general (Fazel et al., 2008). 
También en estos adolescentes se han reportado tasas elevadas de 
ideación y conductas suicidas y autolesivas que oscilan entre el 10% y el 60% 
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(Bhatta et al., 2014; Moore, Gaskin, & Indig, 2015), que se han mostrado 
superiores a las de jóvenes de población general (Hayes, 2009; Scott, 
Underwood, & Lamis, 2015). Estas formas de violencia autodirigida se han 
encontrado asociadas a experiencias traumáticas y de victimización 
(Finkelhor, Ormrod, & Turner, 2007; Ford, Hartman, Hawke, & Chapman, 
2008) y a la presencia de trastorno por estrés post-traumático (Abram et al., 
2004). Por ejemplo, un estudio español encontró en una muestra de 100 
adolescentes ingresados en el sistema de justicia juvenil que todos reportaban 
haber sufrido al menos un tipo de victimización interpersonal y un promedio 
de 10 victimizaciones a lo largo de la vida (Suárez-Soto, Pereda, & Guilera, 
2018).  
Los diferentes problemas de salud mental identificados en esta población 
presentan una alta comorbilidad (Abram et al., 2015). Este hecho agrava la 
evaluación y atención psicológicas en general, y la que se ofrece en el sistema 
de justicia penal en particular. Por ejemplo, un estudio con una muestra total 
de 1400 adolescentes de ambos sexos residentes en un centro del sistema 
penal juvenil de Estados Unidos encontró que aproximadamente el 80% 
cumplía criterios para dos o más diagnósticos simultáneos, y que en más de la 
mitad de los casos la condición comórbida era el abuso de sustancias 
(Schufelt & Cocozza, 2006). Estos hallazgos indican que el énfasis no debería 
estar en indagar de manera exclusiva sobre un problema específico y 
focalizado, sino que es indispensable reconocer la existencia simultánea de 
múltiples dificultades relacionadas con la salud mental de estos adolescentes 
(Grisso et al., 2005). 
El reconocimiento de la alta prevalencia de las necesidades de salud 
mental en la población juvenil judicializada condujo al desarrollo de técnicas 
de detección rigurosas y programas de atención de salud mental en los 
contextos penales juveniles de distintos países del mundo (Schubert et al., 
2011). La Academia Americana de Psiquiatría Infantil y Adolescente (American 
Academy of Child and Adolescent Psychiatry; www.aacap.org/) sugiere que 
todos los jóvenes detenidos en establecimientos de la justicia penal reciban 
una valoración de salud mental, consumo de sustancias, factores de riesgo de 
suicidio y problemas emocionales y comportamentales (Penn & Thomas, 
2005). Para realizar estas tareas de evaluación y diagnóstico en adolescentes 
existen instrumentos clínicos ampliamente contrastados, como el sistema de 
evaluación multiaxial ASEBA (Achenbach, 2009) o la Entrevista Diagnóstica 
para Niños y Adolescentes (Shaffer, Fisher, Lucas, Hilsenroth, & Segal, 2004). 
No obstante, muchos contextos institucionales, como los sistemas penales 
juveniles, no cuentan con los recursos necesarios para implementar estas 
técnicas de manera universal. Esta limitación puede solventarse empleando 
instrumentos de cribado que tienen como objetivo la detección rápida de 
jóvenes de alto riesgo o en estado de crisis que requieran intervención 
inmediata, así como también la identificación de aquellos que necesiten una 
evaluación de salud mental más exhaustiva (Grisso et al., 2005; Penner et al., 
2011).  
Uno de los instrumentos de cribado específicamente diseñado para el 
contexto penal juvenil es el Instrumento Massachusetts para el Cribado de 
Jóvenes (MAYSI-2; Grisso, Barnum, Fletcher, Cauffman, & Peuschold, 2000). 
El MAYSI-2 es útil para detectar la presencia de problemas cognitivos, 
emocionales, conductuales y de abuso de sustancias que comporten un riesgo 
a corto plazo en jóvenes en conflicto con la ley penal (Grisso & Barnum, 2006; 
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Grisso et al., 2005). Ha sido traducido a 13 idiomas y administrado en 
múltiples estudios, con muestras que varían desde 60 a 18.000 casos, en 
adolescentes detenidos y condenados, con edades desde los 10 hasta los 18 
años.  
El MAYSI-2 se administra entre las 24 y 48 horas posteriores al ingreso 
del joven en una institución judicial y el tiempo de administración y 
puntuación no supera los 20 minutos. Es de muy bajo costo y no requiere 
experiencia clínica para ser administrado, puntuado e interpretado. Para 
responderlo no se requiere una escolarización superior al quinto grado (Grisso 
& Barnum, 2006). Es un autoinforme de 52 ítems dicotómicos (sí/no) cuyas 
respuestas positivas se suman para obtener la puntuación en cada una de las 
siete subescalas. Seis de ellas evalúan eventos sucedidos en los meses previos 
a la administración: Uso de alcohol y drogas (UAD), Enojo-irritabilidad (EI), 
Depresión-ansiedad (DA), Somatización (S), Ideación suicida (IS) y Perturbación 
del pensamiento (PP). La subescala Experiencias traumáticas (ET) explora 
eventos que el joven puede haber sufrido en cualquier momento de su vida 
(Grisso & Barnum, 2006). Cada subescala tiene dos puntos de corte 
(exceptuando ET) que se establecieron en el estudio original con muestras de 
Massachusetts (n = 1279, 12 a 17 años) y California (n = 4004, 13 a 17 años) 
sobre la base de las correlaciones entre las puntuaciones en el MAYSI-2 y las 
obtenidas en el Millon Adolescent Clinical Inventory y el Child Behavior 
Checklist-Youth Self Report (Grisso & Barnum, 2006). Si la sumatoria de ítems 
presentes de cada subescala no alcanza ningún punto de corte, se dirá que el 
adolescente “no aplica” para dicha subescala. Si, en cambio, la sumatoria de 
ítems presentes alcanza el primer o segundo punto de corte, se dirá que el 
adolescente aplica para el punto de corte “precaución” o “peligro” 
respectivamente.  
La categoría “precaución” indica la posibilidad de que el adolescente 
requiera atención en salud mental, mientras que la categoría “peligro” indica 
una puntuación excepcionalmente elevada en comparación con otros jóvenes 
del sistema de justicia juvenil, e identifica a aquellos adolescentes que 
requieren alta prioridad en la evaluación comprensiva y en la atención de 
necesidades de salud mental. Después de que los adolescentes responden el 
autoinforme, se realiza un segundo cribado a fin de explorar respuestas 
específicas en aquellas subescalas en las que se alcanzó algún punto de corte 
e identificar la necesidad de una intervención inmediata, si la hubiera (Grisso 
& Barnum, 2006). 
La prevalencia general de necesidades de salud mental identificada con 
este instrumento (es decir, puntuaciones por encima de algún punto de corte) 
oscila en los diferentes estudios entre el 70% y el 80%, siendo las más 
prevalentes aquellas relacionadas al uso problemático de sustancias (34% - 
80%), los síntomas somáticos (28% - 54%), los sentimientos de ira, frustración 
e irritabilidad (28% - 56%) y las alteraciones de pensamiento (24% - 49%). 
También se han reportado con frecuencia síntomas depresivos y ansiosos 
(19% - 43%) y pensamientos o intenciones autolesivos (13%-18%) (Cauffman, 
2004; Gretton & Clift, 2011; Grisso & Barnum, 2006; McArdle & Lambie, 
2018; Stathis et al., 2008; White, Lau, & Aalsma 2016). Cerca de la mitad de 
los casos evaluados en el estudio original presentaron comorbilidad entre dos 
o más subescalas (Grisso & Barnum, 2006). No obstante, esta variable ha sido 
poco explorada en los estudios subsiguientes que emplearon el MAYSI-2.  
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El presente estudio 
La legislación vigente en Argentina resalta la importancia de atender y 
proteger los derechos de los adolescentes, y entre ellos se encuentra el derecho 
a la salud integral (e.g., Ley N°26.061, 2014; UNICEF, 2018). También las 
normativas internacionales destacan la importancia de una evaluación 
comprehensiva y basada en la evidencia de las condiciones socio-sanitarias de 
los jóvenes que ingresan al sistema penal juvenil (Penn & Thomas, 2005). No 
obstante, tras una búsqueda en EbscoHost, Dialnet, PSICODOC, PsycINFO y 
Google Académico en la que se emplearon los siguientes términos y sus 
combinaciones: adolescentes, jóvenes, infractores, conflicto con la ley penal, 
detenidos, salud mental, enfermedad mental, trastorno mental, psicopatología, 
necesidades; no se han encontrado artículos publicados en las últimas tres 
décadas que informen sobre prevalencias o técnicas para la evaluación de 
problemas de salud mental en la población residente en el sistema penal 
juvenil de Argentina. Por ello, el objetivo principal de este estudio es identificar 
tipos y prevalencia de necesidades de salud mental presentes en una muestra 
de adolescentes en conflicto con la ley penal en la provincia de Córdoba 
mediante un instrumento con gran aceptación internacional, aunque 
novedoso en el contexto de este estudio. Adicionalmente, son objetivos del 
estudio analizar las tasas de comorbilidad de problemas de salud mental y 
explorar las experiencias traumáticas y de victimización de los participantes. 
METODOLOGÍA 
Tipo de estudio y participantes 
Se realizó un estudio descriptivo con un diseño ex post facto retrospectivo 
(Montero & Leon, 2002). La selección de los participantes se llevó a cabo 
mediante un muestreo no probabilístico accidental. La muestra se conformó 
de 55 adolescentes varones que tenían entre 13 y 20 años en la instancia de 
admisión a una institución socioeducativa juvenil de régimen cerrado de la 
ciudad de Córdoba (Argentina).  
La tabla 1 presenta las características de los participantes. Los delitos 
presuntamente cometidos fueron agrupados del siguiente modo: robo (efectivo 
y tentativo), hurto (efectivo y tentativo), violencia grave (homicidio, lesiones 
graves y abuso sexual) y otros (encubrimiento, venta de drogas y sin 
clasificar). La aprobación del estudio fue realizada por el Área de Capacitación 
de la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia de la Provincia de Córdoba. 
La directora del Centro de Admisión dio, en calidad de representante legal, su 
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Características de los participantes (n = 55). 
 M DE 
Edad: M (DE) 16.42 1.07 
Numero ingresos previos: M (DE) 2.43 2.35 
  f % 
Nivel educativo   
Primario incompleto 7 12.7 
Primario completo 2 3.6 
Secundario 46 83.6 
Abandonó los estudios 48 87.3 
Trabajaba antes del ingreso 41 74.5 
Ingreso previo al centro 23 41.8 
Consumo regular de drogas antes del ingreso 42 76.4 
Atención en salud mental antes del ingreso 30 54.5 
Tratamiento por consumo de drogas antes del ingreso 16 29.1 
Causa penal que motiva el ingreso   
Robo 38 69.1 
Violencia grave 6 10.9 
Otros 6 10.9 
Hurto 5 9.1 
 
Instrumentos 
Se diseñó un cuestionario ad hoc para recoger información de las 
características sociodemográficas de los participantes (edad, nivel educativo, 
actividad laboral, consumo de sustancias, antecedentes delictivos y 
antecedentes clínicos). Inicialmente, el cuestionario fue completado por los 
participantes mediante autoinforme. Posteriormente, una de las coautoras 
revisó los archivos oficiales para contrastar y complementar la información. 
Para evaluar las necesidades de salud mental se empleó una versión 
traducida al español del Massachusetts Youth Screening Instrument - Versión 2 
(Grisso & Barnum, 2006), cuya traducción inversa fue realizada por una 
traductora nativa y aprobada por el autor principal del instrumento (T. Grisso, 
comunicación personal, 6 de diciembre del 2018). El MAYSI-2 ha demostrado 
índices de consistencia interna entre aceptables y buenos en la mayoría de las 
subescalas (α = .60 - .90) (Archer, Stredny, Mason, & Arnau, 2004; Grisso et 
al., 2000; Hayes, McReynolds, & Wasserman, 2005). También se reportaron 
buenos índices de fiabilidad test-retest (CCI = 0.73 a 0.89) y de validez 
concurrente con el Millon Adolescent Clinical Inventory, el Child Behavior 
Checklist–YSR (Colins et al., 2014; Grisso et al., 2000; Shulman, Bechtold, 
Kelly, & Cauffman 2018) y la Entrevista Diagnóstica para Niños DISC-IV 
(Colins, Grisso, Mulder, & Vermeiren, 2014). Además, ha demostrado índices 
de sensibilidad y especificidad entre el 70% y el 90% que resultan aceptables 
para un instrumento de cribado (Grisso et al., 2000; Shulman et al., 2018). La 
validez de constructo de adaptaciones del MAYSI-2 en diversos países y 
muestras se ha explorado mediante análisis factoriales confirmatorios cuyos 
resultados apoyan las siete subescalas propuestas originalmente (Colins et al., 
2014; Demirbaş-Çakır et al., 2015; Zannella, Eno Louden, Kennealy, & Kang, 
2018). En la presente muestra los índices de fiabilidad fueron buenos para las 
subescalas UAD e IS (α = .82 y .77, respectivamente), moderados para DA (α= 
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.61) y bajos para el resto de subescalas (α = .49 - .56) (Tavakol & Dennick, 
2011). 
Procedimiento 
Se obtuvo la autorización del organismo público a cargo de la institución 
y de la dirección del centro de admisión, quienes controlaron que el protocolo 
de investigación cumpliera las normativas éticas que rigen la investigación en 
ciencias sociales (American Psychological Association, 2017) y actuaron como 
referentes institucionales para autorizar la administración del instrumento en 
la institución (Art. 8.01, American Psychological Association, 2017; Hoge, 
2012). Una investigadora leyó la hoja de información con las consideraciones 
éticas del estudio de forma conjunta a los participantes, realizó preguntas de 
chequeo para asegurar la comprensión de toda la información y solicitó el 
consentimiento informado. Los datos se recogieron con el conocimiento y el 
consentimiento escrito de cada uno de los participantes. La información de los 
casos que aceptaron participar fue recogida en tres fases: revisión del 
expediente, entrevista semi-estructurada y administración del MAYSI-2 en un 
rango de 0 a 5 días (M = 1.87 días; DE = 1.07) después del ingreso al centro 
socioeducativo. 
Análisis de datos 
El análisis de datos se realizó con la versión 24 del Paquete Estadístico 
para Ciencias Sociales. Se realizaron análisis descriptivos de las puntuaciones 
del MAYSI-2 y se calcularon las distribuciones de frecuencias y porcentajes 
para cada ítem. Se describieron la frecuencia y porcentaje de sujetos que 
aplica para los puntos de corte de precaución y de peligro en cada subescala. 
Los puntos de corte considerados en este estudio fueron los publicados en el 
manual del instrumento (Grisso & Barnum, 2006). Para conocer las 
necesidades de salud mental con mayor probabilidad de presentarse de 
manera simultánea, se calculó la co-ocurrencia de puntuaciones por encima 
de algún punto de corte en dos o más subescalas del MAYSI-2. Es decir, si un 
sujeto presentaba puntuaciones por encima del punto de corte precaución o 
peligro en dos o más escalas se consideraba comorbilidad entre ellas. 
Posteriormente, se realizaron análisis de asociación bivariada mediante la 
conformación de tablas de contingencia y pruebas de chi cuadrado (c2) entre 
las diferentes subescalas, con la finalidad de contrastar la hipótesis nula de 
independencia entre las variables. Previo a la estimación de c2, se chequeó el 
supuesto de número de casos por casilla, encontrando que la totalidad de las 
celdas de las tablas de contingencia cumplían con la condición de tener 
valores esperados mayores a 5 (George & Mallery, 2016). Se emplearon 
también los Residuos Tipificados Corregidos (RTC) de las tablas de 
contingencia para interpretar la relación y el grado de asociación entre las 
variables estudiadas.  
RESULTADOS 
Puntuaciones en los ítems del MAYSI-2 
En el análisis a nivel de ítems se observó que todos los ítems fueron 
positivos en al menos un caso, con prevalencias que oscilaron entre el 20% y 
el 60% (tabla 2). El más prevalente fue el referido a haber sentido 
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palpitaciones en estados de nerviosismo o ansiedad. La tabla 2 muestra sobre 
la línea punteada los ítems que fueron positivos en más de la mitad de los 
encuestados. Entre ellos es posible identificar numerosos indicadores 
relacionados con la desregulación emocional (por ej. consumo de sustancias 




Porcentajes de casos con respuestas positivas en los ítems del MAYSI-2. 
Subescalas del MAYSI-2 
UAD EI DA S IS PP ET 
Item % Item % Item % Item % Item % Item % Item % 
33 618 8 58.2 3 52.7 28 68.9     52 65.5 
40 50.9 44 52.7   30 67.3     46 60 
10 47.3 2 50.9   27 52.7       
23 43.6 39 49.1 17 43.6 43 45.5 11 23.6 26 45.5 48 36.4 
24 34.5 13 45.5 34 40 31 34.5 16 18.2 20 20 51 34.5 
45 27.3 6 43.6 35 34.5 29 27.3 18 18.2 32 18.2 49 20 
19 21.8 42 38.2 41 34.5   22 16.4 9 14.5   
37 21.8 7 36.4 51 34.5   47 16.4 25 3.6   
  35 34.5 21 32.7         
    14 18.2         
    47 16.4         
Nota: n = 55; UAD = Uso de alcohol y drogas, EI = Enojo-irritabilidad, DA = Depresión- ansiedad, S = Somatización, IS = Ideación suicida, 
PP = Perturbación del pensamiento, ET = Experiencias traumáticas. La línea punteada divide los ítems con prevalencias mayores y menores 
al 50%. 
Puntuaciones en las subescalas del MAYSI-2 
Del total de los participantes, el 87.3% (n = 48) obtuvo puntuaciones por 
encima de algún punto de corte para al menos una subescala del MAYSI-2. 
Más específicamente, el 83.6% aplicó para el punto de corte de “precaución” (n 
= 46) en al menos una subescala, y el 40% aplicó para el punto de corte de 
“peligro” (n = 22) en al menos una subescala. La figura 1 detalla para cada 
subescala la proporción de casos en cada punto de corte.  
 
 
Nota. S: Somatización, PP: Perturbación del pensamiento, DA: Depresión-Ansiedad, UAD: Uso de alcohol y 
drogas, EI: Enojo e Irritabilidad, IS: Ideación suicida. 
 
Figura 1. Proporción de casos según puntos de corte en las subescalas del MAYSI-2. 
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La subescala Experiencias traumáticas no posee puntos de corte, sino 
que sirve para indicar la proporción de adolescentes que responden 
afirmativamente en algún ítem. El 87.3% (n = 48) de los participantes indicó 
haber vivenciado al menos una experiencia traumática a lo largo de su vida y 
el 23% indicó haber vivenciado más de cuatro. La media grupal de ítems 
positivos en esta subescala fue de 2.42 (DE = 1.25). Esto implica que, en 
promedio, estos jóvenes han vivenciado entre dos y tres experiencias 
traumáticas a lo largo de su vida.  
Comorbilidad de necesidades de salud mental según el MAYSI-2 
El 78.2% de los adolescentes (n = 43) obtuvo puntuaciones por encima de 
un punto de corte en dos o más subescalas. Aproximadamente un cuarto de 
estos casos (n = 10) lo hizo en 5 o 6 subescalas. La tabla 3 muestra las 
frecuencias absolutas y relativas de casos que puntuaron por encima de algún 
punto de corte para cada par de subescalas y los Residuos Tipificados 
Corregidos (RTC) de las asociaciones. Se encontraron múltiples asociaciones 
entre las diferentes subescalas, lo que implica que si el sujeto puntuó por 
encima del punto de corte precaución o peligro para una subescala es 
probable que también puntúe por encima del punto de corte precaución o 
peligro para la otra (tabla 3). En este estudio lo expuesto se considera un 
indicador de comorbilidad entre ambas condiciones. Los RTC de las 
asociaciones estadísticamente significativas a un nivel de significación del 5% 
oscilaron entre 2.1 y 3.5. Las condiciones que se presentaron conjuntamente 
en niveles de precaución o peligro en una mayor proporción de casos fueron 
las definidas por las subescalas de somatización y de perturbación del 
pensamiento (RTC = 3.5).  
 
Tabla 3. 
Frecuencias absolutas y relativas de casos con puntuaciones por encima de algún punto de corte 
en pares de subescalas del MAYSI-2. 
Subescalas 
EI DA S IS PP 
f (%; RTC) f (%; RTC) f (%; RTC) f (%; RTC) f (%; RTC) 
UAD 13 (23.6; 1.4) 15 (27.3; 0.4) 17 (30.9; 0.8) 9 (16.4; 1.8) 16 (29.1; 0.2) 
EI - 17 (30.9; 2.8)** 17 (30.9; 2.1)* 7 (12.7; 1.2) 17 (30.9; 2.1)* 
DA - - 22 (40.0; 2.2)* 11 (20.0; 2.5)* 22 (40.0: 2.2)* 
S - - - 10 (36.4; 1.4) 26 (47.3; 3.5)*** 
IS - - - - 11 (20.0; 2.1)* 
Nota: Valor de p para ꭕ2: *p < .05; **p < .01; ***p < .001; RTC = Residuos Tipificados Corregidos. UAD: Uso de alcohol y 
drogas, EI: Enojo-irritabilidad, DA: Depresión-ansiedad, S: Somatización, IS: Ideación suicida, PP: Perturbación del 
pensamiento, ET: Experiencias traumáticas. 
DISCUSIÓN 
Las necesidades de salud mental parecen estar presentes en 
proporciones alarmantes en los adolescentes cuyo comportamiento 
antinormativo alcanza formas delictivas (Bailey et al., 2006; Fazel et al., 2008; 
Penner et al., 2011). Ante el interrogante sobre si esto era un hecho 
contrastable también en el contexto de este estudio, se administró el MAYSI-2 
a una muestra de 55 adolescentes ingresados en una institución penal juvenil 
cerrada.  
Este estudio aporta evidencia local sobre la gran cantidad de 
adolescentes privados de libertad que requieren atención específica y 
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especializada para atender sus padecimientos mentales. Un 90% de los 
adolescentes evaluados presentaron puntuaciones que indicaban la posible 
presencia de necesidades de salud mental. Esta proporción resultó más 
elevada que la encontrada en estudios previos que emplean el mismo 
instrumento (Cauffman, 2004; Gretton & Clift, 2011; Grisso & Barnum, 2006; 
McArdle & Lambie, 2018; Stathis et al., 2008; White et al., 2016). Otros 
estudios que emplean instrumentos para evaluaciones en profundidad o los 
criterios diagnósticos de manuales internacionales reportan prevalencias de 
necesidades de salud mental que rondan el 70% (Colins et al., 2010), y llegan 
a superar el 80% en regiones cercanas al presente estudio (Gaete et al., 2014). 
Aunque existe un acuerdo general acerca de la amplia proporción de 
adolescentes involucrados en el sistema penal que presentan problemas de 
salud mental (Penner et al., 2011), no está claro qué factores podrían explicar 
la variabilidad entre estudios en las tasas reportadas. Una posible explicación 
es que los países con sistemas sanitarios y educativos fuertes y basados en 
políticas públicas eficaces sean capaces de atender las necesidades de salud 
de sus ciudadanos en estadios vitales tempranos y así detener su evolución 
hacia estadios más tardíos (Organización Mundial de la Salud, 2008). 
Numerosos programas de intervención temprana sobre familias y niños han 
demostrado eficacia en la prevención del desarrollo futuro de eventos vitales 
negativos como los problemas de salud mental y la delincuencia (Dodge et al., 
2015). Por el contrario, contextos menos protegidos generarán mayor 
vulnerabilidad para dichos eventos (Wolf, Gray, & Fazel 2014). A su vez, estos 
eventos tenderán a correlacionar entre sí, de modo que si un joven comete un 
delito es más probable que presente necesidades de salud mental comparado 
con otro que no haya cometido un acto delictivo (Vermeiren, 2003). Este efecto 
de potenciación recíproca entre factores de riesgo representa un verdadero 
desafío a los sistemas penales juveniles (Underwood & Washington, 2016). 
También diferencias metodológicas podrían explicar las variaciones entre 
estudios de las tasas de prevalencia de los problemas de salud mental de los 
jóvenes (Penner et al., 2011). Por ejemplo, se encontrarán cifras más bajas de 
estos problemas cuando los estudios evalúen esta variable mediante 
definiciones operacionales más restrictivas (diagnóstico de trastorno mental 
específico en contraposición a presencia de síntomas), cuando su evaluación 
comprenda períodos más acotados (últimos meses en contraposición a toda la 
vida) o cuando se estudien poblaciones en menor riesgo (jóvenes en la 
comunidad o en medio abierto en contraposición a jóvenes sentenciados o 
privados de libertad). 
Otro interrogante de este estudio estuvo relacionado con la comorbilidad 
de las condiciones evaluadas. Nuestras cifras, que indicaron que 8 de cada 10 
adolescentes podrían presentar dos o más tipos de necesidades de salud 
mental, fueron similares a las de investigaciones previas (Abram et al., 2015; 
Schufelt & Cocozza, 2006), e indican aproximadamente un 30% más de 
adolescentes con comorbilidad que en el estudio original con el MAYSI2 
(Grisso et al., 2000). La elevada comorbilidad entre diagnósticos es un hecho 
identificado en el ámbito de la psicopatología y se encuentra en la base de la 
crítica a los sistemas diagnósticos categoriales, en contraposición a los 
dimensionales y transdiagnósticos (Pérez-Álvarez, 2019). Nuestros hallazgos 
soportan la idea de que la evaluación psicológica, especialmente en los 
procesos de admisión, debe orientarse de manera amplia y comprensiva al 
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análisis del repertorio conductual, emocional y cognitivo de las personas y sus 
déficits.  
En contraste con estudios previos (Abram et al., 2015; Schufelt & 
Cocozza, 2006), en la muestra estudiada la somatización y las alteraciones de 
pensamiento fueron las necesidades comórbidas más frecuentes. Ambas 
condiciones podrían estar asociadas a transacciones estresantes previas e 
inmediatas al ingreso en la institución. La ansiedad y sus diversas facetas 
(fisiológica, cognitiva y emocional) constituyen una respuesta definida como 
mecanismo de afrontamiento al estrés (Lazarus & Folkman, 1984). De hecho, 
en un segundo cribado exploramos los motivos de las respuestas positivas en 
las subescalas donde el adolescente alcanzó algún punto de corte y advertimos 
que diversos síntomas (por ej. inquietud o hiperactividad [n = 12], dificultades 
de sueño [n = 11] y síntomas de depresión o ansiedad [n = 7]) surgieron 
después del ingreso al centro de internamiento. Este hallazgo destaca la 
importancia de realizar un seguimiento a los adolescentes durante su estancia 
en el establecimiento, a fin de identificar el surgimiento de nuevas necesidades 
o riesgos derivados del contexto de encierro (Penn & Thomas, 2005). 
Aunque el abuso de sustancias se ha establecido de manera sólida como 
un factor de riesgo de la conducta delictiva en adolescentes (Colins et al., 
2011), es probable que este estudio no haya captado a la población de 
adolescentes con trastornos graves por consumo de sustancias que en este 
contexto suelen ser derivados a servicios especializados. No obstante, la 
subescala de Uso de alcohol y drogas fue una de las más prevalentes sobre el 
punto de corte de “peligro”. Algo similar se reportó en el estudio original de 
California (Grisso et al., 2000). De modo general, estos hallazgos indican que, 
aunque no es la condición que más acompaña a las otras, es la que se 
presenta en niveles de mayor gravedad y que, por lo tanto, requiere una 
intervención urgente, intensiva y especializada (Belenko et al., 2017). 
Además de las condiciones clínicas previamente mencionadas, también 
se reportó un número significativo de experiencias traumáticas y experiencias 
de victimización a lo largo de la vida de los participantes. Esto resultó 
coincidente con estudios previos (Abram et al., 2004; Ford et al., 2008) que 
demuestran que las experiencias traumáticas no son algo excepcional en la 
vida de estos jóvenes. En este estudio, la experiencia traumática más 
frecuente fue haber presenciado a alguien gravemente herido o muerto. Esto 
podría explicarse por el hecho de que la violencia urbana es un fenómeno que 
afecta especialmente a los jóvenes con un perfil sociodemográfico similar al de 
esta muestra, es decir, residentes en barrios de vulnerabilidad social y con 
escasos recursos económicos (UNODC, 2019). Así, por la rutina habitual de 
los jóvenes, que conlleva un mayor tiempo con sus pares en entornos con altas 
oportunidades criminógenas, tendrían mayor probabilidad de presenciar (y de 
sufrir) estos eventos (Henson, Wilcox, Reyns, & Cullen, 2010). 
Uno de cuatro jóvenes evaluados en este estudio presentó puntuaciones 
en los ítems de suicidalidad más elevadas que las esperables sobre la base de 
estudios previos (Stokes, McCoy, Abram, Byck, & Teplin, 2015). La mayoría de 
ellos presentaron, además, niveles elevados de síntomas ansiosos y depresivos 
que suelen ser sólidos predictores de la conducta suicida (Scott et al., 2015). 
Estos resultados, junto con los antecedentes que demuestran un mayor riesgo 
de conducta suicida en los adolescentes en el sistema de justicia penal 
comparados con los de población general (Hayes, 2009), indican una clara 
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necesidad de identificar su riesgo tempranamente y actuar en consecuencia 
(Stokes et al., 2015). 
En relación con la atención recibida por razones de salud mental descrita 
en la tabla 1, más de la mitad de los participantes la habían recibido antes del 
ingreso actual, y un tercio la recibió por problemas asociados al consumo de 
sustancias. Estas cifras concuerdan con resultados de otros estudios que 
indican que, aunque la mayoría de los problemas de salud mental de los 
adolescentes en conflicto con la ley penal se detectan tras el ingreso al sistema 
de justicia, su origen suele ser previo a esa instancia (Hammersley, Marsland, 
& Reid, 2003). No obstante, en un análisis complementario, encontramos que 
los adolescentes con ingresos previos (reincidentes) estaban 
sobrerrepresentados entre quienes reportaban haber recibido atención 
psicológica o psiquiátrica previa, algo que también ha sido descrito en estudios 
previos (White et al., 2016). Por lo tanto, es probable que la asistencia previa 
reportada se haya recibido dentro de la institución en ingresos previos, más 
que en servicios comunitarios que suelen ser de difícil acceso en estos casos 
(UNICEF, 2016). De hecho, literatura previa indica que menos de un tercio de 
los adolescentes reporta contactos previos con un servicio de salud mental 
externo a la institución (Hammersley et al., 2003). 
Limitaciones del presente estudio 
Algunas limitaciones del presente trabajo deben tenerse en cuenta al 
momento de interpretar los resultados. En primer lugar, el MAYSI-2 aún no 
cuenta con una adaptación psicométrica local. En este estudio se realizó la 
traducción (directa e inversa) y se calcularon los índices de consistencia 
interna de las subescalas. Algunas de ellas (Perturbación del pensamiento, 
Somatización y Enojo-irritabilidad) presentaron valores bajos de consistencia 
interna en esta muestra. Por lo tanto, su consideración como indicadores de 
un constructo latente puede ser cuestionada. No obstante, esto no invalida la 
utilidad clínica de cada indicador. Los análisis a nivel de ítems permitieron 
identificar síntomas específicos que efectivamente fueron reportados como 
presentes. Incluso un tercio de ellos fue reportado por más de la mitad de la 
muestra.  
Por otra parte, la muestra fue accidental y, por lo tanto, no es 
representativa de la totalidad de la población juvenil en contexto de encierro 
en Argentina. En consecuencia, los resultados informan sobre este grupo 
particular de sujetos. No obstante, las características de los participantes de 
este estudio no difieren de las reportadas para otras muestras de adolescentes 
ingresados en la misma institución con relación al promedio de edad, el nivel 
educativo, el núcleo de convivencia, los delitos más prevalentes, la presencia 
de antecedentes delictivos familiares, la historia de abuso de sustancias y la 
proporción de reincidentes (Orpianesi, 2018; Secretaría de Niñez, Adolescencia 
y Familia, 2017). A pesar de que permanezca como una pregunta empírica a 
ser testeada, no sería improbable que los resultados de nuestro estudio 
pudieran generalizarse más allá de los participantes de este estudio. 
Futuras líneas de investigación 
Este estudio abre una línea de investigación novedosa en el contexto 
local. Futuros estudios realizarían un provechoso aporte al contrastar las 
propiedades psicométricas del MAYSI-2 en muestras representativas del 
ámbito penal juvenil local, no solo en el medio cerrado sino también en los 
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dispositivos de medio abierto. Además de explorar su validez convergente con 
otros instrumentos diagnósticos y su validez predictiva en relación con 
criterios externos (por ej. internaciones), es importante revisar los puntajes de 
corte y diseñar manuales de procedimientos adecuados a cada contexto 
particular (Grisso et al., 2005). Esto no solo favorece el desarrollo de la 
investigación comparada con los hallazgos de otros países, sino también la 
implementación y aceptación del instrumento entre los profesionales de la 
salud que trabajan en el contexto penal juvenil local (Tovar, 2007).  
Dado que estudios previos indican que las adolescentes mujeres en 
conflicto con la ley presentan una mayor prevalencia de necesidades de salud 
mental que los varones (Fazel et al., 2008; Grisso & Barnum, 2006), resultan 
prometedores estudios con el MAYSI-2 en esta población. Nuevamente, la 
comparación de estos resultados con los propios de otros contextos (Archer et 
al., 2004; Grisso et al., 2000; Hayes et al., 2005; Vincent, Grisso, Terry, & 
Banks, 2008), mejorará el entendimiento de las particularidades de esta 
población que permanece inexplorada en el contexto local.  
Conclusión 
Es posible que, en muchos de los casos, la institucionalización se 
convierta en la única posibilidad de los jóvenes de acceder a los servicios de 
salud mental. En consecuencia, implementar una estrategia de cribado de las 
diferentes necesidades de salud mental en la admisión a los centros 
correccionales juveniles es altamente recomendable. Esto facilitaría la 
progresión de los casos hacia las instancias de evaluación, intervención y 
seguimiento adecuadas a cada uno. Esta recomendación se fundamenta en la 
amplia proporción de jóvenes que presenta dificultades en el área de la salud 
mental, el riesgo que estas dificultades representan para ellos mismos o para 
terceros y la influencia que pueden tener en la actividad delictiva. Para 
garantizar la implementación y sostenibilidad en el tiempo de esta estrategia, 
es necesario que las autoridades judiciales reconozcan estos protocolos como 
herramientas ineludibles para la toma de decisiones profesionales al asignar 
recursos a un caso (Bailey et al., 2006; Grisso et al., 2005). 
La cifra de adolescentes privados de libertad, que en Argentina ronda los 
4000 individuos (UNICEF, 2015), no refleja el carácter de excepcionalidad que 
las normas internacionales asignan a esta medida (Secretaría de Derechos 
Humanos, 2010). No obstante, si las políticas de prevención del delito en 
jóvenes se basaran en la evidencia disponible sobre la eficacia limitada de la 
privación de libertad para la reinserción de los adolescentes (Wilson & Hoge, 
2013), sería esperable que estas cifras se redujeran. Hasta que eso ocurra, e 
incluso después, las técnicas de cribado se constituyen como una opción útil y 
específica en el cumplimiento de la valoración inmediata y universal de las 
necesidades de salud mental en el contexto de la justicia penal juvenil (Grisso 
et al., 2000). 
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